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Es procedente la pretensión verificatoria de la AFIP-DGI para reclamar por los aportes impagos de un
trabajador autónomo en tanto los aportes no son el precio de la jubilación futura que se paga por
anticipado, sino una obligación objetiva con el sistema previsional y cuya finalidad es el financiamiento
de las prestaciones de los pasivos.

 

Sumario: 

1.-El art. 2 de la ley 24241 establece un régimen de afiliación obligatoria tanto para los trabajadores en
relación de dependencia (inc. a), como para los autónomos (inc. b), previéndose asimismo en el caso de
estos últimos un régimen de afiliación voluntaria para las personas mayores de 18 años que se
encuentren en las condiciones que detalla el art. 3 .

2.-Las contingencias sociales deben cubrirse adecuadamente a través del sistema que implementa la ley
24241 , pero para ello es necesario que el sistema funcione y que funcione bien, lo cual implica que los
afiliados deben ingresar sus aportes obligatoriamente para financiar el régimen que sostiene a los
beneficiarios en la actualidad y a futuro para poder acceder al beneficio.

3.-Todo el sistema jubilatorio en mayor o en menor medida se funda en la solidaridad que se manifiesta
en este caso tanto en forma horizontal , (aportando los obligados los medios necesarios para el
suministro de las prestaciones a quienes las necesiten) y vertical (entre las distintas generaciones por el
cual los activos productivamente deben proveer a la tutela de las clases pasivas que no pueden hacerlo
por sí mismas) y una forma de materializarlo es mediante los aportes y contribuciones obligatorios.

4.-Salvo los casos de afiliaciones voluntarias, estamos en presencia de derechos irrenunciables,
irrenunciabilidad que deriva del hecho que ineludiblemente se requiere la colaboración de los
trabajadores activos para que el sistema pueda cumplir las finalidades de seguridad social para los
cuales fue instituido y por ello, por ejemplo, el trabajador autónomo no puede argumentar que no desea
una jubilación en el futuro para eximirse de la obligación de efectuar aportes previsionales .



5.-Los aportes no son el precio de la jubilación futura que se paga por anticipado, sino una obligación
objetiva con el sistema previsional y cuya finalidad es el financiamiento de las prestaciones de los
pasivos y, no necesaria o exclusivamente, de las que eventualmente le puedan corresponder al propio
aportante o a sus derechohabientes.

6.-Debe admitirse la legitimación del Fisco Nacional para reclamar por los aportes impagos de un
trabajador autónomo y ello es así porque los aportes que se reclaman a través de este incidente no son
voluntarios, sino que se corresponden con una afiliación obligatoria en razón de la actividad de
transportista en la que se halla inscripto el concursado en el Régimen Nacional de Seguridad Social
(art.2 inc. b).

7.-La única deuda respecto de la cual la AFIP no tiene potestad persecutoria para obtener la ejecución
forzada de la misma es aquella correspondiente a cuotas devengadas con anterioridad al 30 de
septiembre de 1993. A contrario sensu, toda deuda que se devengue por tal concepto a partir del 1° de
octubre de 1993, inclusive, será ejecutable.

8.-La pretensión verificatoria de la AFIP-DGI para reclamar por los aportes impagos de un trabajador
autónomo resulta procedente por: a) la obligatoriedad de los aportes que emana de los arts. 2º inc. b) y
13º de la ley 24441, aplicable al caso; b) porque el período que se reclama es posterior al establecido en
el art. 1º de la ley 24476; y ) porque el acreedor AFIP-DGI se halla legitimado para reclamarlo en
función de lo prescripto por el art. 3º del dec. 507/1993, ratificado por el art. 22 de la ley 24447.

9.-La legitimidad, validez y suficiencia de las certificaciones y liquidaciones emitidas por la autoridad
fiscal han sido reconocidas por la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires, sosteniendo el Superior
Tribunal que la liquidación efectuada por el Fisco, autorizada por la legislación aplicable, ostenta el
carácter de instrumento público, por lo que hace plena fe hasta que sea argüida de falsedad, conforme
lo dispuesto en el art.993 del CCiv..

10.-Las liquidaciones de deuda emitidas por los organismos fiscales se encuentran suscriptas por
funcionarios cuyos actos gozan del carácter otorgado por el art. 979 inc. 2 y 5 del CCiv., por lo que en
virtud de ello deben ser argüidas de falsedad (art. 993 del mismo código), pero tal presunción de
legitimidad no impide al concursado, al síndico o a cualquier otro acreedor, oponerse y efectuar
observaciones invocando y probando las defensas que consideraran corresponderles. N.R.: Sumarios
elaborados por Ricardo A. Nissen.

 

 

En la ciudad de Azul, a los 22 días del mes de Noviembre del año Dos Mil Once, reunidos en Acuerdo
Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial
Departamental, Sala II, Doctores Víctor Mario Peralta Reyes y Jorge Mario Galdós (art.47 y 48 Ley
5827), para dictar sentencia en los autos caratulados: "Ballent Rubén Oscar s/ Concurso Preventivo s/
Inc. Revisión AFIP-DGI" (n°55734), habiéndose procedido oportunamente a practicar la
desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C.,
resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr. Peralta Reyes y Dr. Galdós.

Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

-C U E S T I O N E S

1ra. ¿Es justa la resolución apelada de fs.37/37vta.?



2da.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

-V O T A C I O N-

A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Peralta Reyes dijo:

I. El presente incidente de revisión en el concurso preventivo de Ruben Oscar Ballent, expediente n°
39.462 (hoy quiebra), fue promovido por el Fisco Nacional (AFIP-DGI), en los términos de los arts.37
y 280 de la ley concursal, y se encuentra dirigido contra la sentencia de verificación dictada en los
autos principales (ver fs.7/12vta.del presente expediente n° 41.325). Se dijo en el escrito inicial de
autos que en la sentencia de verificación se rechazó el crédito pretendido por AFIP-DGI, por falta de
aportes al Régimen de Trabajadores Autónomos, y sobre este concepto versa la revisión intentada; a
cuyo efecto se brindan varios argumentos de derecho, con citas de doctrina y jurisprudencia (fs.17/21).
Por el contrario, no media gravamen -ni por ende, impugnación alguna- con relación a la otra parcela
de la sentencia de verificación, donde se tuvo por acreditada la causa y monto de los restantes créditos
pretendidos por el organismo fiscal, consistentes en aportes y contribuciones al sistema único de
seguridad social, IVA e impuesto a las ganancias (ver fs.16vta. del presente expediente n° 41.325).

II. Si se recala en la sentencia sobre verificación y graduación de créditos dictada en el proceso
concursal (art.36 de la L.C.Q.), puede apreciarse que, tal como se alegó en la demanda de autos, el
magistrado de primera instancia consideró que el crédito por falta de aportes al régimen de trabajadores
autónomos no puede ser admitido, a cuyo fin se apoyó en el dictamen emitido por la sindicatura. Dijo
el juzgador, además, que ya se había expedido sobre el tema en autos "Hernández y Mendizabal
s/concurso preventivo", donde se expuso lo resuelto por la Sala B de la Cámara Nacional Comercial,
con fecha 1-6-04, en autos "Céspedes s/quiebra. Incidente de revisión AFIP-DGI". Entre los
fundamentos de la solución adoptada, expresó el sentenciante que:"Cabe rechazar el crédito que se
intenta ejecutar por falta de pago de aportes previsionales del régimen de la seguridad social por
autónomos, toda vez que si bien la ley 18.038 (art.8, inc.a) y arts.10 al 13) obliga al contribuyente
inscripto en ese régimen previsional al pago de los aportes correspondientes, a los efectos de
posibilitarle la obtención del beneficio jubilatorio (arts.15, 30 y cc.), la consecuencia de que aquel no
efectúe los aportes es la imposibilidad de obtener la jubilación (cfr. Art.30 y conc.), más no está
prevista la ejecutabilidad de la deuda contra el trabajador autónomo inscripto en el sistema, por lo que
la AFIP carece de potestad persecutoria y legitimación para obtener la ejecución forzada de créditos."
(fs.348/348vta. del expediente principal n° 39.462, lo destacado me pertenece).

III. El presente incidente de revisión fue contestado por el concursado (hoy fallido), quien luego de
formular una breve referencia a la documentación presentada por la acreedora (fs.27vta., párrafos
primero y segundo), se centró, básicamente, en la cuestión jurídica reseñada precedentemente, esto es,
lo atinente a la legitimación del fisco para verificar las acreencias derivadas de los aportes previsionales
del régimen de autónomos, a cuyo fin enumeró diversos precedentes jurisprudenciales (fs.27vta./28).
En la parte final del responde, y a modo subsidiario, solicitó el concursado la morigeración de los
créditos fiscales, con cita de un fallo de la Suprema Corte de Justicia de Mendoza (fs.28/28vta.).
También contesto el síndico el traslado conferido, quien solicitó el rechazo de la pretensión revisora,
con costas (fs.33/34).

IV.Se arribó, de este modo, al dictado de la sentencia de primera instancia, donde se dispuso el rechazo
del incidente de revisión planteado, con costas a la incidentista (fs.37/37vta.). Este pronunciamiento
estuvo basado, exclusivamente, en las manifestaciones volcadas por la concursada y la sindicatura en
los escritos referidos supra (fs.37).

La incidentista apeló la sentencia de origen (fs.38), habiéndose concedido en relación el recurso
interpuesto (fs.39), el que fue abastecido mediante el pertinente memorial (fs.42/48vta.). Sostiene la



apelante en el escrito portador de los agravios, que la sentencia apelada adolece de falta de
fundamentación y que, por ende, debe declararse su nulidad (fs.42vta./44). Incursionando en la
normativa aplicable señala que, al concluir el magistrado en la carencia de facultad persecutoria de la
incidentista para el cobro de los aportes del régimen de trabajadores autónomos, está desconociendo
toda la normativa que regula dicho régimen (fs.44/44vta.). Expresa que el art.1 de la ley 24.476 viene a
confirmar la plena exigibilidad de los aportes devengados con posterioridad al 30 de septiembre de
1993 (fs.44vta.); aduce que también corresponde tener en cuenta lo dispuesto por el decreto 507/93
(fs.45); y cita jurisprudencia que entiende aplicable al caso en examen (fs.45vta./47). En forma
eventual, se agravió con respecto a la condena en costas (fs.47vta.). Solicitó, en suma, la revocación de
la sentencia apelada y el acogimiento de la demanda, declarándose la admisibilidad del crédito de la
AFIP-DGI por el importe de $ 57.842,08 (fs.47vta., in fine, y fs.48).

El memorial fue contestado por el síndico, quien solicitó el rechazo del recurso de apelación
(fs.50/50vta.). Una vez elevados los autos a esta instancia se requirió el dictamen de la Fiscalía General
Departamental, quien se expidió en el sentido de que no procede la intervención de ese Ministerio
Público, por no configurarse ninguno de los supuestos previstos en el art.276 de la ley 24.522
(fs.57/57vta.).

Habiéndose practicado en esta alzada los pasos procesales de rigor (fs.58 y sgtes.), se encuentran los
autos en condiciones de ser examinados a los fines del dictado de la presente sentencia.

V. Conforme se puntualizó supra, la incidentista plantea la nulidad de la sentencia apelada por falta de
fundamentación (fs.42vta./44). Sostiene la apelante que la sentencia no cumple con las formalidades
del art.163 del código ritual, al haberse desestimado infundadamente la totalidad del crédito cuya
revisión se solicitara (fs.42vta.). Expresa que la sentencia no contempla los puntos tratados en la
demanda y rechaza el incidente repitiendo las motivaciones del pronunciamiento dictado en los autos
principales, sin haberse analizado ninguno de los fundamentos esgrimidos por su parte (fs.43). La
recurrente alega la afectación de la garantía constitucional de la defensa en juicio (art.18 de la
Constitución Nacional y art.171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires), al señalar que su
parte se ha visto imposibilitada de efectuar una correcta defensa de los derechos lesionados
(fs.43vta./44).

Más allá de la carencia de fundamentación que pueda observarse en el decisorio apelado (fs.37/37vta.),
lo cierto es que la pretendida nulidad no puede prosperar, por cuanto la apelante se ha limitado a
explicitar el vicio formal del fallo, pero sin manifestar cuál es su trascendencia y por qué no puede ser
subsanado por la vía apelatoria. Y ello es así porque el recurso de nulidad ha perdido autonomía,
habiendo quedado absorbido por el de apelación (art.253 del Cód.Proc.; Camps, Código Procesal Civil
y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, tomo I, pág.461; Palacio, Derecho Procesal Civil, tomo
V, págs.144 y 145). En este mismo orden de ideas se ha precisado que, por su excepcionalidad y
disfavor en el tratamiento legal, tampoco tendrá acogida si el vicio que se denuncia es susceptible de
ser reparado por vía de la apelación (Morello, Sosa, Berizonce, Códigos Procesales en lo Civil y
Comercial, tomo III, pág.239).

En el concreto caso de autos, la apelante ha tenido oportunidad de expresar las alegaciones dirigidas a
la defensa de sus derechos en el capítulo destinado a la normativa aplicable (fs.44/47vta.), por lo que la
cuestión litigiosa es factible de ser decidida mediante el carril del recurso de apelación, tarea a la que
me abocaré en los apartados venideros (arts.163 inciso 5, 253, 273 y ccs. del Cód. Proc.).

Precisamente, la apelante ha podido criticar el meollo argumental de la sentencia dictada en el proceso
concursal, poniendo de relieve que, al manifestarse que la AFIP-DGI carece de facultad persecutoria
para el cobro de los aportes del régimen de trabajadores autónomos, se ha desconocido toda la
normativa que regula dicho régimen (fs.44vta., primer párrafo). Seguidamente, la recurrente se explayó



en consideraciones acerca de las normas legales, doctrina y jurisprudencia que entiende de aplicación
en la especie (fs.44vta./47).

VI. La cuestión traída a juzgamiento ha sido resuelta en un precedente de la Sala I de esta Cámara, con
voto preopinante de la Dra.Fortunato de Serradell (c ausa n° 52.900, "Hernández Rodolfo O y
Mendizabal Graciela s/concurso preventivo- Incidente de revisión Fisco Nacional AFIP-DGI",
sentencia del 18-3-09). Esta sentencia fue emitida en la causa que mencionara el juez de primera
instancia en la sentencia de verificación dictada en el expediente principal (ver anterior apartado II).
Dado que comparto, en lo sustancial, las motivaciones brindadas en el referido pronunciamiento de la
Sala I de esta Cámara, hago míos y paso a reproducir algunos pasajes de dicho decisorio.

"En la forma que vienen expuestos, el primero de los temas a tratar es el de resolver si la AFIP-DGI
tiene legitimación para instar la pretensión verificatoria y consecuente revisión respecto del crédito
generado a consecuencia del alegado no pago al Régimen Nacional para Trabajadores Autónomos, de
los aportes jubilatorios que debía abonar el concursado.".

"En los últimos tiempos, en el marco de procesos concursales, se han registrado una serie de
pronunciamientos judiciales que, como en este caso, se ha desestimado el pedido de verificación de
créditos por aportes no realizados al régimen antes mencionado, planteados por la Administración
Federal de Ingresos Públicos (AFIP), con fundamento en que dichos créditos no resultaban exigibles en
virtud de lo dispuesto por la ley 24.476; que los aportes son de carácter voluntario; que el Fisco no se
encuentra legitimado para su cobro compulsivo o bien que no está prevista la ejecutabilidad de esas
deudas".

"En esa línea se han enrolado cinco Salas de la Cámara Nacional Comercial que conforman lo que se
ha dado en llamar un "plenario virtual" sobre la cuestión; la Cámara de Apelación en lo Civil y
Comercial de Mar del Plata, Sala II (causa "AFIP-DGI c/ Espíndola Rodolfo s/ Concurso Preventivo s/
Incidente de Revisión" del 05/05/2005, L.L.B.A.2005-859), que posteriormente modificó su postura; la
Cámara Civil y Comercial de Neuquén, Sala III (causa "AFIP-DGI s/ Incidente de revisión en autos
Gerlero Ana Lía s/ Quiebra" del 15/05/2007); y la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial y
Garantías en lo Penal de Necochea (causa "Frechero, Osvaldo Saúl y otra s/ Concurso preventivo", del
10/07/2007, L.L.B.A. 2007-1292) entre otras".

"En la otra posición tenemos a la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de la Matanza, Sala II
(causa "Fisco Nacional AFIP-DGI s/ Incidente de Revisión" del 06/06/2006); a la Cámara de
Apelaciones en lo Civil y Comercial de Bahía Blanca Sala I (causa "Dirección General Impositiva c/
Suragi, Francisco Alberto s/ Incidente Revisión en autos "Suragi Francisco s/ Concurso Preventivo
(Hoy quiebra)", del 17/05/2007, pub. E.D. del 28/12/2007); a la Cámara de Apelaciones en lo Civil y
Comercial de Lomas de Zamora, Sala I, (causa, "González, María Inés" del 12/02/2008,
L.L.B.A.2008-318) y un fallo más reciente de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de
Mar del Plata, Sala II (causa "Fisco Nacional Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Marino,
José Benito" del 06/05/2008, La Ley Online). El fundamento de esta postura radica en la obligatoriedad
impuesta por la ley 24.241 y en el derecho que le acuerda la legislación vigente a la entidad acreedora
para perseguir el cobro de tales acreencias".

"Me permito anticipar mi opinión en favor de esta última posición, para lo cual considero que es
preciso dejar en claro que en el caso de autos estamos frente al pedido de revisión de la inadmisibilidad
declarada con relación a un crédito por aportes de un trabajador autónomo respecto del cual no resulta
aplicable la ley 18.038 que había creado dos categorías principales de afiliados, el obligatorio y el
voluntario en razón de la edad y de otras circunstancias, sino la ley 24.241, derogatoria de aquella (ver
art. 68) y por medio de la cual se tendió a unificar los regímenes jubilatorios constituyendo el Sistema
Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP), que cubre las contingencias de la vejez, invalidez y



muerte mediante la conformación de un régimen que hasta hace muy poco, era dual, o sea uno de
carácter público o de reparto y otro de capitalización o individual".

"El art. 2 de la ley 24.241 establece un régimen de afiliación obligatoria tanto para los trabajadores en
relación de dependencia (inc. a), como para los autónomos ( inc. b), previéndose asimismo en el caso
de estos últimos un régimen de afiliación voluntaria para las personas mayores de 18 años que se
encuentren en las condiciones que detalla el art.3".

"Las contingencias sociales deben cubrirse adecuadamente a través del sistema que implementa la ley
24.241, pero para ello es necesario que el sistema funcione y que funcione bien.- Esto implica que los
afiliados deben ingresar sus aportes obligatoriamente para financiar el régimen que sostiene a los
beneficiarios en la actualidad y a futuro para poder acceder al beneficio".

"Según la doctrina "...todo el sistema jubilatorio en mayor o en menor medida se funda en la
solidaridad que se manifiesta en este caso tanto en forma "horizontal", (aportando los obligados los
medios necesarios para el suministro de las prestaciones a quienes las necesiten) y "vertical" (entre las
distintas generaciones por el cual los activos productivamente deben proveer a la tutela de las clases
pasivas que no pueden hacerlo por sí mismas) y una forma de materializarlo es mediante los aportes y
contribuciones obligatorios (Conf. Casadío Martínez, Claudio Alfredo, "Verificación de aportes
jubilatorios en el concurso", L.L. boletín del 31/10/2008, p. 7)".

"Este mismo autor añade que "...salvo los casos de afiliaciones voluntarias, estamos en presencia de
derechos irrenunciables, irrenunciabilidad que deriva del hecho que ineludiblemente se requiere la
colaboración de los trabajadores activos para que el sistema pueda cumplir las finalidades de seguridad
social para los cuales fue instituido y por ello, por ejemplo, el trabajador autónomo no puede
argumentar que "no desea una jubilación en el futuro" para eximirse de la obligación de efectuar
aportes previsionales" (autor cit, ob cit, p cit)".

"En función de lo expuesto se ha afirmado que los aportes "no son el precio de la jubilación futura que
se paga por anticipado, sino una obligación objetiva con el sistema previsional y cuya finalidad es el
financiamiento de las prestaciones de los pasivos y, no necesaria o exclusivamente, de las que
eventualmente le puedan corresponder al propio aportante o a sus derechohabientes"(Ramírez,
Guillermo A.- Burtín, Claudio D. "Aportes de los Trabajadores Autónomos ¿obligatorios o
voluntarios?"-Doctrina Laboral Errepar Online, Tomo/Boletín XX, p. 29, enero 2006, p. 4)".

VII.En base a lo antedicho, en la mencionada sentencia dictada en la causa n° 52.900 se expuso que,
sentados los antecedentes y premisas que resultan aplicables al caso, debe admitirse la legitimación del
Fisco Nacional para reclamar por los aportes impagos de un trabajador autónomo. Y se siguió diciendo
que ello es así porque, según lo expuesto por la Sindicatura en su informe individual, los aportes que se
reclaman a través de este incidente no son voluntarios, sino que se corresponden con una afiliación
obligatoria en razón de la actividad de transportista en la que se halla inscripto el concursado en el
Régimen Nacional de Seguridad Social (art.2 inciso b), y porque los aportes incluidos en el crédito lo
son por períodos posteriores al día 30 de septiembre de 1993 (ésta fecha resulta de importancia en
virtud de lo prescripto en la ley 24.476, conforme se explicará en el párrafo venidero). Pues bien, las
circunstancias del caso de autos también quedan comprendidas en la situación fáctica analizada en la
causa n° 52.900, dado que Rubén Oscar Ballent quedó a cargo de la empresa de transportes a partir del
año 1998, conforme se señala en el escrito inicial del concurso preventivo y en el informe general de la
sindicatura (fs.251 y 357del expediente principal n° 39.462).

Retomo, entonces, lo relativo a la ley 24.476, pues la misma resulta relevante en orden a reafirmar la
legitimación de la incidentista. En efecto, el art.1 de esta norma, en su primer párrafo, dispone lo
siguiente:"Los trabajadores autónomos incorporados al Sistema Integrado de Jubilaciones de la ley



24.241 y su modificatoria ley 24.347, no podrán ser compelidos ni judicial ni administrativamente, al
pago de los importes que adeuden a la ANSES, devengados hasta el 30 de setiembre de 1993 y tengan
su origen en lo dispuesto en el artículo 10 de la ley 18.038 y sus modificaciones, en el inciso c) del
artículo 8 de la ley 19.032 y sus modificaciones y en el inciso c) del artículo 30 de la ley 21.581 y sus
modificaciones" (lo destacado en negrita me pertenece). He destacado un párrafo de la norma
transcripta, ya que el mismo resulta relevante en orden a la solución que vengo proponiendo. Así se
dijo en el referido voto de la Dra. Fortunato de Serradelll en la causa n° 52.900, que si bien el art.1 de
la ley 24.476 dispone que los trabajadores autónomos incorporados al SIJP no podrán ser compelidos
judicialmente, ni administrativamente, al pago de los importes que adeuden a la ANSES devengados
hasta el 30 de septiembre de 1993, interpretando a "contrario sensu" tal precepto, las acreencias
posteriores a tal fecha pueden ser reclamadas por el Fisco Nacional a fin de lograr un adecuado
sostenimiento del sistema.

Quiere ello decir que, también desde el ángulo de mira que proporciona la ley 24.476, se presenta nítida
la legitimación para obrar que ostenta el organismo fiscal. Así se lo ha entendido en un precedente
jurisprudencial, donde se sostuvo que: "La única deuda respecto de la cual la AFIP no tiene potestad
persecutoria para obtener la ejecución forzada de la misma es aquella correspondiente a cuotas
devengadas con anterioridad al 30 de septiembre de 1993. A contrario sensu, toda deuda que se
devengue por tal concepto a partir del 1° de octubre de 1993, inclusive, será ejecutable" (Cám. Civ. y
Com.San Martín, Sala I, causa n° 60.159, RSD-80-8, sentencia del 10-4-08, "Fisco Nacional AFIP-DGI
c/Mohamed María s/incidente concurso/quiebra", sumario JUBA B1951674; también resulta ilustrativo
el fallo de la Suprema Corte de Mendoza, Sala 1ª, "Curi Marcelo J. s/concurso preventivo", sentencia
del 16-6-09, con voto del Dr. Pérez Hualde).

Retomando la sentencia dictada por la Sala I de esta Cámara, en la causa n° 52.900, se dijo allí que: "A
ello se suma que por el art.3º del dec. 507/1993, ratificado por el art. 22 de la ley 24.447, se dispuso
que "La Dirección General Impositiva será la encargada de la aplicación, recaudación, fiscalización y
ejecución judicial de los recursos de la seguridad social correspondientes a: Los regímenes nacionales
de jubilaciones y pensiones, sean de trabajadores en relación de dependencia o autónomos. Subsidios y
asignaciones familiares. El Fondo Nacional de Empleo. Todo otro aporte o contribución que de acuerdo
a la normativa vigente, se deba recaudar sobre la nómina salarial.".

"Por su parte, la ley 18.820, cuyas normas resultan aplicables a los responsables que ocupen personal
dependiente y a los obligados comprendidos en el régimen de autónomos, en su art. 17 -cuya vigencia
resulta del art. 30 del dec. 507/1993- establece que "los testimonios o certificados expedidos por la
Dirección Nacional de Recaudación Previsional (hoy AFIP), tendrán el carácter de título ejecutivo y
darán lugar a la ejecución fiscal para el cobro de los aportes, contribuciones, retenciones, tributos,
recargos, intereses, actualización y multas cuya percepción esté a cargo de la mencionada Dirección
Nacional" (Conf. Ramírez, Guillermo A. - Burtín, Claudio D. ob cit., p.5)".

"Por todo lo hasta aquí expuesto, debe concluirse que la pretensión de la incidentista
(AFIP-DGI)resulta procedente por: a) la obligatoriedad de los aportes que emana de los arts. 2º inc.b) y
13º de la ley 24.441, aplicable al caso; b) porque el período que se reclama es posterior al establecido
en el art. 1º de la ley 24.476; y porque el acreedor AFIP-DGI se halla legitimado para reclamarlo en
función de lo prescripto por el art. 3º del dec. 507/1993, ratificado por el art. 22 de la ley 24.447".

VIII. En atención a las distintas consideraciones vertidas supra, corresponde revocar la sentencia
apelada de fs.37/37vta. y hacer lugar al incidente de revisión incoado, por cuanto la actora posee
legitimación para reclamar el crédito pretendido y, por ende, para verificarlo en el presente proceso
concursal. Ahora bien, del modo en que se resuelve la cuestión traída a esta alzada, resulta menester
ocuparse de los argumentos traídos por el concursado (hoy fallido) en su escrito de contestación del
incidente (fs.27/28vta.), los que quedan implícitamente sometidos al análisis del tribunal, en razón de



que el nombrado resultó vencedor en la instancia de origen (arts.260, 266, 272 y ccs. del Cód. Proc.).

1.En oportunidad de responder la presente demanda incidental, afirmó el incidentado que "el acreedor
debió ofrecer la totalidad de la prueba que justifique su pretensión, debiéndose destacar que tratándose
de procesos concursales, no se extiende la presunción de autenticidad que gozan los certificados y/o
liquidaciones unilaterales efectuadas por reparticiones oficiales en el ámbito ejecutivo.", habiendo
agregado que "así las cosas, y negando esta parte la pretensión, fundamento y monto del reclamo
verificatorio, la misma queda sin sustento fáctico y jurídico que avale la admisión pretendida"
(fs.27/27vta.).

La mencionada aseveración del fallido carece de asidero, habiendo señalado este tribunal, con cita de la
doctrina casatoria, que la legitimidad, validez y suficiencia de las certificaciones y liquidaciones
emitidas por la autoridad fiscal han sido reconocidas por la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires
(Ac.76.242 del 7-2-01, Ac.77.463 del 18-7-01, Ac.79.365 del 19-2-02, Ac.79.917 del 18-6-03,
C.92.097 del 11-6-08, entre otros). Sostuvo el Superior Tribunal que la liquidación efectuada por el
Fisco, autorizada por la legislación aplicable, ostenta el carácter de instrumento público, por lo que
hace plena fe hasta que sea argüida de falsedad, conforme lo dispuesto en el art.993 del Código Civil
(doct. causas Ac.79.917 del 18-6-03, Ac.81.063 del 6-4-04).

Siguiendo las pautas sentadas en la materia por la Casación Provincial, ha resuelto este tribunal que las
liquidaciones de deuda emitidas por los organismos fiscales se encuentran suscriptas por funcionarios
cuyos actos gozan del carácter otorgado por el art. 979 incisos 2 y 5 del Código Civil, por lo que en
virtud de ello deben ser argüidas de falsedad (art.993 del mismo código). Pero tal presunción de
legitimidad no impide al concursado, al síndico o a cualquier otro acreedor, oponerse y efectuar
observaciones invocando y probando las defensas que consideraran corresponderles (esta Sala, causa n°
44.747, "Montani", sentencia del 24-10-02; causa nº54.916, "Dirección General Impositiva c/ El
Destino de Olavarría SRL y otros", sentencia del 13-5-10; causa n°54.332, del 15/9/10, "Fisco").

Según lo que se desprende del informe individual presentado por el síndico en el proceso principal, la
acreedora solicitó la insinuación de distintas acreencias entre las que se hallaba el crédito por aportes al
régimen de trabajadores autónomos, que es el que constituye el objeto de la cuestión traída a esta
alzada. Y dicha petición de verificación se sustentó en diversos documentos que enumeró el síndico en
su informe individual, tales como boletas de deuda, actas, liquidaciones, etc. (ver fs.310). Ahora bien,
luego de efectuar la pertinente compulsa, el síndico constató la concordancia entre lo reclamado por el
organismo recaudador en su demanda verificatoria y los instrumentos compulsados (ver fs.311, último
párrafo). Y si se recuerda la conducta asumida por el concursado al formular sus observaciones, se
puede concluir en que el mismo no realizó ninguna impugnación concreta ni con respecto a la
documentación aportada por la acreedora, ni con relación al monto y rango del crédito cuya
verificación se pretende, habiéndose limitado a formalizar diversas consideraciones sobre la
legitimación y los intereses (ver observaciones de fs.301/303vta. y consideraciones efectuadas por el
síndico a fs.311, cuarto párrafo). Quiere ello decir que al no haber efectuado ninguna impugnación
concreta en el expediente principal, no puede el fallido cuestionar, en el presente incidente de revisión,
la documentación respaldatoria de la pretensión fiscal y el fundamento y monto del reclamo
verificatorio.De este modo, cabe la desestimación del planteo defensivo esgrimido a fs.27/27vta.

Ahora bien, con los elementos de autos no resulta posible establecer el concreto monto pretendido por
la actora en concepto de aportes al régimen de trabajadores autónomos, ya que en el informe individual
se consignó el importe global sometido a verificación (fs.310), por lo que será indispensable compulsar
el legajo n° 1, que obra en el juzgado de origen. En función de ello, corresponde hacer lugar al presente
incidente de revisión, declarando admisible el crédito de la AFIP-DGI en concepto de aportes al
régimen de trabajadores autónomos, por el monto y rango pretendidos en el legajo n° 1 (fs.310 del
expediente n° 39.462).



2. Una última consideración cabe efectuar con relación a los intereses del crédito en examen, cuya
morigeración requirió el concursado al contestar el presente incidente de revisión (fs.28/28vta.).

Dicha morigeración de intereses fue expresamente desestimada por el a quo en la sentencia de
verificación (fs.348vta., última parte, del expediente principal). Y las consideraciones allí vertidas con
relación a los demás tributos, resultan extensibles al crédito por aportes al régimen de trabajadores
autónomos, ya que en esta materia no existen diferencias sustanciales que conduzcan a una solución
distinta. Allí sostuvo el juzgador que estando liquidados los intereses conforme pautas legales, no se
encuentran motivos para apartarse de los mismos, no advirtiéndose que las normas legales que los
regulan prevean su no aplicación a deudores concursales; por lo que los intereses han de recepcionarse
conforme fueron liquidados (fs.348vta./349 del mismo expediente). Estas categóricas aserciones del
juez al dictar la resolución prevista en el art.36 de la L.C.Q., hacían menester que el concursado
promoviera el incidente de revisión contemplado en el art.37 del mismo cuerpo legal, haciendo valer la
morigeración planteada.Pero ello no ha sucedido, por lo que adquirió firmeza lo decidido en el proceso
principal, resultando inaudible el planteo introducido al contestar el incidente de revisión articulado por
la contraria (arts.36, 37 y ccs. de la L.C.Q.).

IX. En base a lo hasta aquí señalado, propongo al acuerdo adoptar la siguiente resolución: 1) Revocar la
sentencia apelada de fs.37/37vta. 2) Hacer lugar al presente incidente de revisión, declarando admisible
el crédito del Fisco Nacional (AFIP-DGI) en concepto de aportes al régimen de trabajadores
autónomos, por el monto y rango pretendidos en el legajo n° 1 (fs.310 del expediente n° 39.462). 3)
Adecuar las costas del juicio a lo decidido en la presente sentencia, imponiendo las costas de ambas
instancias al fallido que ha resultado vencido (arts.278, 280, 287 y ccs. de la L.C.Q.; arts.68, 69, 274 y
ccs. del Cód. Proc.). 4) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.
ley 8.904/77).

Así lo voto.

A la misma cuestión, el Dr. Galdós adhirió al voto precedente, votando en igual sentido por los mismos
fundamentos.

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Peralta Reyes, dijo:

Atento a lo que resulta del tratamiento de la cuestión anterior, se resuelve: 1) Revocar la sentencia
apelada de fs.37/37vta. 2) Hacer lugar al presente incidente de revisión, declarando admisible el crédito
del Fisco Nacional (AFIP-DGI) en concepto de aportes al régimen de trabajadores autónomos, por el
monto y rango pretendidos en el legajo n° 1 (fs.310 del expediente n° 39.462). 3) Adecuar las costas
del juicio a lo decidido en la presente sentencia, imponiendo las costas de ambas instancias al fallido
que ha resultado vencido (arts.278, 280, 287 y ccs. de la L.C.Q.; arts.68, 69, 274 y ccs. del Cód.Proc.).
4) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec. ley 8.904/77).

Así lo voto.

A la misma cuestión, el Dr. Galdós adhirió al voto precedente, votando en igual sentido por los mismos
fundamentos.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A

Azul, Noviembre de 2011.



AUTOS Y VISTOS:

CONSIDERANDO:

Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del
acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y
concs. del C.P.C.C., se resuelve: 1) Revocar la sentencia apelada de fs.37/37vta. 2) Hacer lugar al
presente incidente de revisión, declarando admisible el crédito del Fisco Nacional (AFIP-DGI) en
concepto de aportes al régimen de trabajadores autónomos, por el monto y rango pretendidos en el
legajo n° 1 (fs.310 del expediente n° 39.462). 3) Adecuar las costas del juicio a lo decidido en la
presente sentencia, imponiendo las costas de ambas instancias al fallido que ha resultado vencido
(arts.278, 280, 287 y ccs. de la L.C.Q.; arts.68, 69, 274 y ccs. del Cód. Proc.). 4) Diferir la regulación
de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec. ley 8.904/77).

Regístrese. Notifíquese por Secretaría y devuélvase.

Fdo. Dr. Víctor Mario Peralta Reyes - Presidente - Cám. Civ. y Com. - Sala II - Dr. Jorge Mario Galdós
- Juez - Cám. Civ. y Com.- Sala II. Ante mí: Claudio Marcelo Camino - Secretario - Cám. Civ. y Com.
Sala II.


